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7. Pueblos indígenas 

Los pueblos indígenas siguen siendo atacados en todo el 
país. “La pandemia mortal en nuestros territorios sigue siendo 
la violencia ocasionada por grupos armados” afirma la ONIC. 

Para la ONIC Colombia es un Estado secuestrado por 
el narco cuya estrategia es desmejorar la protección a los 
pueblos indígenas, pese al aumento de la vulnerabilidad. 

Hay casos como el asesinato de la gobernadora de 
Tacueyó CRISTINA BAUTISTA TAQUINÁS quien con-
taba con un esquema de seguridad que fue atacado por tres 
camionetas que pasaron por 3 municipios con hombres ar-
mados, vestidos con uniformes negros y por delante de la 
fuerza pública. Tras el ametrallamiento quemaron y tiraron 
por un barranco la camioneta. 

El 10 de marzo del año pasado hubo una amenaza 
colectiva contra la ONIC-CRIC. El 8 de marzo hubo tres 
muertes en el Chocó por minas antipersona, incluidos dos 
niños en Dabeiba/Antioquia.

En algunas regiones los ataques revisten la gravedad de 
ser sistemáticos, como en el departamento del Cauca sobre 
el que los relatores de la ONU señalan que “No son even-
tos aislados. Las comunidades y pueblos indígenas del 
Cauca están sufriendo una violencia incesante e inacepta-
ble. La situación está empeorando a pesar de los repetidos 
llamamientos para abordarla. Instamos al Gobierno a que 
adopte medidas urgentes, en el marco del cumplimiento de 
los Acuerdos de Paz, para poner fin a estos mortíferos ata-
ques… el presidente y el Gobierno también deben adoptar 
las medidas apropiadas para poner fin a la situación in-

Delegación Asturiana ante bandera de la ONIC tras reunión con Consejera Mayor, y representantes de  
Coordinación Colombia-Europa-EEUU y Somos Defensores.
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sostenible de violaciones de los derechos humanos funda-
mentales que sufre el pueblo Nasa”.60 

El conflicto armado afecta de manera grave a la niñez: 
“Debe ser claro para todos, que las mujeres ¡no parimos hijos 
para la guerra! Por eso hoy nos duele y rechazamos de manera 
contundente el hecho de confrontación armada presentado 
el día 15 de abril de 2020 entre disidencias de las FARC y 
tropas del ejército colombiano en inmediaciones de las veredas 
El Damián, Rio negro, Buenavista y la Laguna resguardo de 
Tacueyo en el Municipio de Toribio Cauca, donde resultó he-
rido de gravedad YILBER ANDRES YATACUE MENDEZ 
de tan solo 14 años de edad que se encontraba en el corredor 
de la vivienda acompañado de su madre, El menor fue afec-
tado por dos impactos de arma de fuego, uno en la mano y 
otro que recibió en la frente, posteriormente fue llevado a la 
ESE CXAYUCE JXUT donde recibió la debida atención, sin 
embargo, por la complejidad de sus heridas tuvo que ser remi-
tido a otro nivel, lamentablemente falleció llegando al hospital 
Francisco de Paula en Santander de Quilichao, allí a pesar del 
procedimiento de reanimación realizado por el equipo médi-
co fue imposible mantenerlo con vida y falleció aproximada-
mente a las 4:20 de la tarde de ese mismo día.”61 

La violencia contra los pueblos indígenas pretende 
destruir los procesos organizativos autónomos mediante la 
intimidación y el exterminio sistemático para imponerles 
otro ciclo de despojo territorial en beneficio de intereses 
políticos y económicos ajenos a las comunidades. 

Uno de los intereses determinantes de la violencia ac-
tual contra los pueblos indígenas es la proliferación de los 
cultivos para uso ilícito como la marihuana, la amapola y la 
coca con propósitos distintos a los tradicionales.

“Este problema del narcotráfico y los cultivos ilegales se 
pudieron haber resuelto hace mucho tiempo si el Estado estu-

60	 https://news.un.org/es/story/2019/10/1464691 
61	 https://www.cric-colombia.org/portal/la-pandemia-mor-

tal-en-nuestros-territorios-sigue-siendo-la-violencia-ocasiona-
da-por-grupos-armados/

viera interesado en que este problema se acabara de raíz, pero 
se han empeñado faltando a los compromisos realizados con 
las familias cultivadoras, creando total escepticismo sobre la 
sustitución de cultivos y el paso a economías sustentables. Es 
así que el gobierno promete, pero luego incumple sin vergüen-
za y promueve la erradicación forzada y el glifosato, meten a 
algunas familias a la cárcel… y al final el problema queda sin 
resolverse de raíz.” 62 

Para el Observatorio de derechos humanos de la ONIC 
la violencia contra los indígenas y el movimiento social ha 
crecido en el gobierno de Duque: mientras en los gobiernos 
de Juan Manuel Santos se registraron 22 mil afectaciones 
en 8 años, con Duque van 26.716 afectaciones en dos años, 
han sido confinadas 14 mil personas, las amenazas pasaron 
de194 con Santos a 555 con Duque, el asesinato de162 in-
dígenas, 82 atentados y 43 amenazas colectivas. 

62	 https://www.cric-colombia.org/portal/audiencia-publica-por-la-vul-
neracion-de-los-derechos-humanos-se-realizo-en-toribio/

Emblema de la ONIC en la puerta de su sede en Bogotá.
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8. Empresas y Derechos Humanos

En Arauca hay denuncias y movilizaciones contra 
ECOPETROL, CENIT-ISMOCOL y OXY, empresas 
de la industria del petróleo, por violar normas laborales y 
ambientales. Trabajadores de estas empresas y habitantes 

de sus áreas de operación en las comunidades del Banadía, 
Arauquita y del municipio de Saravena, exigen mejores sa-
larios para los trabajadores, cumplimiento de la conven-
ción colectiva de trabajo e inversión social en la región.

Un grupo de ocho dirigentes sociales del Casanare fue-
ron apresados el 27 de noviembre del 2108 acusados por la 

La Delegación Asturiana en la sede de la USO en Arauca.



47estado de los derechos humanos en Colombia

petrolera Frontera Energy –Pacific Rubiales- de ser “los jine-
tes con careta” por lo que la fiscalía les imputó concierto para 
delinquir, violencia contra servidor público, obstrucción de 
la vía pública y tentativa de homicidio tras las movilizaciones 
de los últimos dos años en las que denunciaron el incumpli-
miento de las obligaciones de la petrolera con sus trabajado-
res, el impago de deudas por servicios prestados por particu-
lares y la reparación del daño ambiental ocasionado por su 
actividad que afecta a las comunidades de los municipios de 
San Luis de Palenque y Trinidad. 

El apresamiento de dirigentes como FERNEY SAL-
CEDO, YULIVEL LEAL y MARIA TERESA RINCON, 
es un indicio más de las consecuencias que trae la relación 
con dinero de por medio entre petroleras como Frontera 
Energy, ECOPETROL, la Brigada XVI del Ejército y la 
Estructura de Apoyo de la Fiscalía (EDA) para criminalizar 
la protesta social. Ver al respecto: http://rutasdelconflicto.
com/convenios-fuerza-justicia/node/370. 

“El 16 de noviembre de 2018, once días antes de la 
detención de las ocho personas, la empresa Frontera Ener-
gy suscribió el Convenio No. 18-014 con el Ministerio de 
Defensa Nacional, en la cual el Ejército Nacional se com-
promete a brindar una especial protección a las áreas de in-
terés de la empresa a cambio de unos aportes que Frontera 
Energy realiza por un monto de $2.152.974.695 durante 
un periodo de 13 meses. Tan solo tres días después, suscri-
bió un nuevo convenio, el No. 18-017 con el Ministerio 
de Defensa Nacional, para los mismos propósitos, esta vez 
por un monto de $2.340 millones de pesos en un plazo de 
un mes y doce días, es decir, hasta el 31 de diciembre de 
2018.”… “De esta manera y por la injerencia de la empre-
sa privada, la falta de parcialidad y autonomía del Estado 
colombiano, se ha criminalizado el derecho a la protesta y 
hoy mantiene privados de la libertad a: Ferney Salcedo Gu-
tiérrez, Yulivel Leal Oros, Jesús Leal Salcedo, Miguel Ángel 
Rincón Santiesteban, Carmen Iraida Salcedo Gutiérrez, 
Josué Eliecer Rincón Duarte, María Teresa Rincón Duarte 

y Jerónimo Salcedo Betancourt, líderes de una comunidad 
que ha venido exigiendo sus derechos a la participación, el 
trabajo, la reunión y la movilización. Un ejercicio legítimo 
de las comunidades de San Luis de Palenque –Casanare, 
que inicio el 2012 y que ante los incumplimientos del Es-
tado y la empresa petrolera Frontera Energy y en los últi-
mos tres años las comunidades han tenido que optar por la 
protesta pacífica por los incumplimientos de los acuerdos 
pactados y las afectaciones que la explotación petrolera ge-
nera en los territorios.”63

9. �Derechos Económicos, 
Sociales, Culturales, y 
Ambientales

La inequidad, la desigualdad, agravadas por el mo-
delo económico neoliberal centrado en el extractivismo y 
la agroindustria, impuestos con violencia y sin consulta, 
junto al confinamiento por el virus en un país en el que la 
mayor parte del trabajo es informal y se desarrolla en las 
calles, están dejando sin derechos económicos y sociales a 
grandes segmentos de la población y son la fuente de varios 
tipos de violencia. 

La pobreza en Colombia –según las cifras oficiales–s 
disminuyó entre el 2002 y el 2015 al pasar del 49,7% al 
27,8%, tendencia positiva que está siendo contrarrestada 
por el crecimiento de la pobreza absoluta (trece millones 
de personas), la brecha urbano/rural, la diferencia entre las 
ciudades, la disminución del ritmo de caída de la inciden-
cia y la persistencia de la desigualdad.64 

63	 https://kaosenlared.net/colombia-caso-san-luis-de-palenque-fis-
calia-fuerza-publica-y-empresas-una-alianza-criminal/

64	 file:///C:/Users/USER/Desktop/informe_alterno_completo_co-
lombia_desca.pdf
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La pobreza tiene componentes étnicos y de género, 
pues afecta más a las mujeres, a los pueblos indígenas y a 
las comunidades negras. 

La minería en gran escala empobrece. En los departa-
mentos mineros se registraron muertes de niños-as y ancia-

nos por hambre física, por falta de agua potable o por aguas 
contaminadas con metales pesados, y por falta de atención 
médica.

El departamento del Chocó, el segundo mayor pro-
ductor de oro del país, soporta el mayor índice de pobreza 

Mural callejero en Bogotá.
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y de pobreza extrema del país, con unos índices de 62.8% 
y 37.1% respectivamente.65

El segundo departamento más pobre del país es La 
Guajira de la que se extrae el 48% del carbón colombiano 
y tiene una pobreza de 53.3%. Una parte de ese carbón 
llega importado a Asturias a través del puerto de El Musel 
en Gijón. 

La población en los departamentos mineros tiene el 
76% de sus necesidades básicas insatisfechas, muy por en-
cima el promedio nacional del 54%. 

Conclusiones y 
recomendaciones

Colombia sigue en conflicto armado interno y está su-
friendo graves retrocesos en materia de derechos humanos con 
alta responsabilidad por acción u omisión de la fuerza pública. 

Gran parte de las violaciones más graves de los dere-
chos humanos son responsabilidad de los grupos parami-
litares en contubernio con la fuerza pública y ocurren en 
territorios antes controlados por las FARC y sobre los que 
hay proyectos de inversión del capital internacional y rutas 
del narcotráfico.

La minería, la agroindustria y el narcotráfico, con su 
poder violento y corruptor, controlan instituciones y regio-
nes del territorio en los que se gobierna para esos intereses 
y se niega la seguridad para la población. 

El gobierno de IVAN DUQUE incumple los Acuer-
dos de Paz suscritos con las FARC y se niega a dialogar con 
el ELN. 

La exigencia social de alcanzar una paz dialogada está 
siendo bloqueada por intereses políticos internos de las éli-

65	 file:///C:/Users/USER/Desktop/informe_alterno_completo_co-
lombia_desca.pdf 

tes colombianas y por el interés geoestratégico del gobierno 
de los EUA interesado en usar la guerra colombiana para 
intervenir militarmente en Venezuela. 

El asesinato de la dirigencia social, por el número de 
víctimas y la impunidad, reviste el carácter de persecución 
sistemática e impune y ponen de presente el fracaso de la 
política de protección. 

La impunidad estructural sigue siendo caldo de culti-
vo de graves y masivas violaciones de los derechos huma-
nos, especialmente de sectores que son muy vulnerables: 
pueblos indígenas, comunidades negras, dirigencia social, 
mujeres, niños-as, población LGBTI.

Las movilizaciones sociales no tienen cauce de solu-
ción negociada, invariablemente el gobierno les da trata-
miento militar junto con un uso abusivo, desproporciona-
do de la fuerza y un uso abusivo de la justicia para perseguir 
opositores. 

La imagen de la fuerza pública está deteriorada por 
sus abusos contra la población civil y por la relación de 
algunos de sus agentes con actos ilegales y con estructuras 
delincuenciales en todo el país.

Las políticas de combate al narcotráfico se centran en 
la persecución a los campesinos productores muchos de los 
cuales erradicaron manualmente los cultivos de coca sin 
que el gobierno les proteja de las retaliaciones de las mafias 
y sin que les cumpla con los proyectos de inversión social 
para sustituirlos. 

La pobreza y la exclusión históricas se agravan con el 
modelo económico neoliberal, el extractivismo y el con-
finamiento de la población que vive del rebusque en las 
calles y del trabajo precario. 

Las empresas multinacionales sobre todo las dedica-
das a la extracción de petróleo, oro, esmeraldas, carbón, 
platino, maderas, y las dedicadas a la agroindustria en gran 
escala son beneficiarias del terror y en algunos casos son 
financiadoras de estructuras paramilitares.
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Las organizaciones sociales colombianas esperan un 
papel más activo de España en relación con la búsqueda de 
la paz con el ELN en Colombia y de la Unión Europea en 
el cumplimiento de los Acuerdos firmados con las FARC.

El Programa Asturiano de Atención a Víctimas de la 
Violencia en Colombia es ahora más necesario que antes, 
dado el agravamiento y los retrocesos de la situación de los 
derechos humanos. 

Recomendaciones 

Al gobierno de Colombia:

• �Cumplir los acuerdos de Estado que suscribieron 
con las FARC, dialogar la paz con el ELN.

• �Combatir de manera eficaz la pobreza, la exclusión, 
la impunidad.

• �Proteger de manera efectiva a la dirigencia social en 
riesgo.

• �Desmantelar a los grupos paramilitares y perseguir a 
sus auspiciadores y beneficiarios.

 
Al gobierno español:

• �Incluir a Colombia dentro de los países prioritarios 
para la cooperación internacional.

• �Investigar y sancionar a las empresas españolas bene-
ficiarias del terror paramilitar en Colombia.

• �Incidir en el cumplimiento de los Acuerdos de Paz 
con las FARC, en la apertura de diálogos de posible 
paz con el ELN, y en el combate al paramilitarismo.

Al gobierno asturiano:
• �Reactivar de inmediato y fortalecer el Programa As-

turiano de Atención a Víctimas de la Violencia en 
Colombia; participar de las Delegaciones Asturianas 
de Derechos Humanos en Colombia.

A la Unión Europea:
• �Auditar los recursos que destina al cumplimiento del 

Acuerdo de Paz con las FARC.
• �Incidir para que se dialogue con el ELN en aras de 

la paz.
• �Suspender las importaciones de banano y carbón de 

Colombia por estar siendo usadas para el narcotrá-
fico y por sus consecuencias sociales y ambientales.

 

Organizaciones e 
instituciones entrevistadas

ACADER
ACAAMI Asociación Campesina Agroambiental y Minera
ACIN, Tejido en Defensa de la Vida y de los Derechos 

Humanos
Afrorenacer
ASCAD
Asociación campesina José Antonio Galán ASONALCA
Asociación Tierra y Paz
Asociación de Víctimas de Arauca
ASOJER, Asociación Estudiantil Juvenil Regional Arauca
Asojuntas
Fundación Comité Regional de Derechos Humanos Joel 

Sierra 
Autoridades indígenas de Caldono, Morales, Toribío, 
Barrio Doña Isabela
CAJAR, Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo
CAMIZBA, Cabildo Mayor Indígena de la zona del Bajo 

Atrato
Campaña Defender la Libertad
CDPH, Comité Permanente por la Defensa de los Dere-

chos Humanos 
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CUT, Central Unitaria de Trabajadores
CIMA, Comité de Integración del Macizo Colombiano
CocoCauca
Comunidad de Blanquicet, Turbo
Comunidad Tulupa, Turbo
Congreso de los Pueblos
Consejera Departamental de Paz-Alcaldia Arauca
Coronel JC Restrepo, jefe policía Casanare.
Coronel Bastidas, Comandantee de la Brigada XVII del 

ejército nacional 
Coordinación Colombia Europa EEUU
Corregimiento La Florida, Riosucio
COSPACC, Corporación Social para la Asesoría y Capaci-

tación comunitaria
CPDH Arauca
CRIC, Consejo Regional Indígena del Cauca
Defensoría del Pueblo Casanare
Embajada de España en Colombia
Equipo Abogadas/os caso San Luis Palenque.
Equipo Semanario Voz.
ETCR La Floresta, Urabá
FCSPP, Fundación Comité de Solidaridad con los Presos 

Políticos
FECODE, Federación Colombiana de Educadores
Federación de Juntas de Acción Comunal, JAC
Fundación Juventudes Arauca
Guardia Indígena del Cauca
Instancia Especial de Género-Acuerdos de Paz
Instituto Popular de Cultura, IPC
Madres de Familia Sta Teresita
Magisterio Arauca
Mesa Cívica
Mi Futuro con Vivienda

Movimiento Sociopolítico, Social y Popular Centro-
Oriente

Mujeres Unidas por Casanare
ONIC, Organización Nacional Indígena de Colombia
ONU
ORDEURCA Organización para el Desarrollo Urbano y 

Campesino
Proceso social Casanare.
Red de Comunicaciones del Norte del Cauca
Red Emisoras Comunitarias
Red por la Vida y los Derechos Humanos del Cauca
Representante de la Alcaldía de Arauca y de la Goberna-

ción de Arauca.
Representante población discapacitada
Resguardo Honduras
Resguardo indígena de Jambaló
Resguardo La Aguada, San Antonio
Resguardo la Legua, Siberia
Resguardo Pueblo Nuevo
Resguardo San Lorenzo, Caldono
Ruta Pacífica de las Mujeres
Saravena Diversa (LGTBI)
Sindeagro
Sindicato de la Construcción
Somos Defensores
Tejido en Defensa de la Vida y del Territorio ACIN
Trochando Fronteras
USO, Unión Sindical de los Obreros de la Industria del 

Petróleo
USO Arauca
USO Casanare
Zona Joven
Zonas Humanitarias de Caracolí, Nueva Esperanza, Las 

Camelias
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